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Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, la 
Juez Birriel Cardona y la Juez Surén Fuentes.  
 
Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2016. 

 Comparece el señor Eliezer Santana Báez (señor Santana o 

el recurrente), quien se encuentra recluido en una institución 

penal, mediante el recurso de revisión judicial de título presentado 

por derecho propio el 27 de octubre de 20151. Solicita que 

revoquemos la Resolución emitida el 29 de septiembre de 2013, 

notificada el 7 de octubre de 2015 por el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (Corrección) mediante la cual se deja 

sin efecto la Respuesta emitida el 22 de mayo de 2015 a los efectos 

de establecer, entre otras cosas, que el recurrente no gana 

bonificación por buena conducta. 

 Por los fundamentos que exponemos a continuación 

CONFIRMAMOS la determinación impugnada. 

I. 

El señor Santana fue sentenciado el 17 de agosto de 2010 

cumplir una condena de 119 años de prisión por violaciones al 

                                       
1 Fecha en la cual el señor Santana firma el recurso. El mismo fue recibido en 
nuestra Secretaría el 30 de octubre de 2015. Véase por analogía la Regla 30.1(B) 

de nuestro Reglamento. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 30.1(B). 
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Artículo 83 del Código Penal de 1974 y al Artículo 5.04 de la Ley de 

Armas. 

En relación al caso de autos, el 11 de mayo de 2015 el 

recurrente presenta Solicitud de Remedio en donde solicita que se 

le adjudique bonificación por buena conducta. Corrección emite 

Respuesta el 22 de mayo de 2015, notificada el 1 de julio de dicho 

año. La Respuesta indica que “al día de hoy no se tiene 

instrucciones impartidas con relación a las enmiendas al nuevo 

Código (y) por tal razón continúa el Código actual vigente”.  

Inconforme, el señor Santana presenta Reconsideración el 2 

de julio de 2015, recibida por Corrección el 15 de dicho mes y año. 

Acogida la misma el 4 de agosto de 2015, Corrección emite la 

Resolución recurrida el 29 de septiembre de 2015, notificada el 7 

de octubre de 2015. Mediante la misma se deja sin efecto la 

Respuesta emitida el 22 de mayo de 2015 a los efectos de 

establecer que el recurrente recibe bonificación por estudio y 

trabajo, pero que no se reflejan cambios en los términos de 

sentencia por acreditársele cero (0) días de bonificación por no 

rendir labores ni estudios durante el periodo evaluado. Añade que 

no gana bonificación por buena conducta para el delito de 

asesinato en primer grado por haber sido sentenciado posterior a 

la aprobación de la Ley 27 de 20 de julio de 1989. Así resuelta, se 

dispone el archivo de la solicitud.  

Insatisfecho aún, el recurrente nos presenta, por derecho 

propio, el recurso de revisión judicial de título en el cual señala 

que Corrección cometió el siguiente error: 

Erró el DCR al no acreditarle al recurrente bonificación 
por buena conducta, y no aplicarle la mencionada 

bonificación al mínimo de su sentencia por ser ésta 
una pena que se debe cumplir años naturales, la cual 
sí bonifica, según dispuesto por nuestro m(á)ximo foro.  

 
Emitimos Resolución el 16 de diciembre de 2015 

requiriéndole a Corrección, por conducto de la Oficina de la 



 
 

 
KLRA201501276   

 

3 

Procuradora General, que sometiera copia del expediente 

administrativo. Recibidas el 21 de diciembre de 2015, emitimos 

segunda Resolución el 29 de enero del presente otorgándole 

término a la Procuradora General para que presentara su posición. 

Recibido el Escrito en Cumplimiento de Orden el 17 de marzo de 

2016, procedemos a resolver.  

II. 

Mediante el Plan de Reorganización Núm. 2 de 21 de 

noviembre de 2011, conocido como el “Plan de Reorganización del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación de 2011” se derogó, 

entre otras leyes, la Ley Núm. 116 de 22 de junio de 1974, 4 LPRA 

sec. 1101, et seq., incluyendo todas sus enmiendas, conocida como 

la “Ley Orgánica del Departamento de Corrección” (Ley 116). 

Previo a la aprobación del Plan de Reorganización, los 

Artículos 16 y 17 de la ya derogada Ley 116 -sobre bonificación por 

buena conducta y asiduidad, y sobre bonificación por estudio y 

trabajo, respectivamente- fueron enmendados numerosas veces 

posterior al 1974. El Artículo 17 particularmente proveía la 

acreditación de bonificaciones por trabajo, estudio o servicios a 

toda persona sentenciada por hechos cometidos con anterioridad 

de o bajo la vigencia del Código Penal del Esto Libre Asociado de 

Puerto Rico de 2004. Véase, 4 LPRA 1162. Ello, en adición a las 

bonificaciones por buena conducta y asiduidad según se disponían 

por virtud del Artículo 16 de la referida Ley 116, 4 LPRA 1161.  

Al aprobarse el Plan de Reorganización en el año 2011, estos 

Artículos fueron incorporados en el Plan como los Artículos 11 y 

12. Al así hacerlo, el Plan de Reorganización no alteró el 

anterior estado de Derecho, según ya se había enmendado, ni 

amplió su extensión con referencia a las bonificaciones; tanto 

de conducta y asiduidad como las de estudio y trabajo. Por su 

parte, y en relación a la controversia de autos, el Artículo 11 del 
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Plan de Reorganización, según enmendado, 3 LPRA Ap. XVIII Art. 

11 sobre el sistema de rebaja de términos de sentencia dispone de 

la siguiente forma: 

Toda persona sentenciada a cumplir término de 

reclusión en cualquier institución, antes de la 
vigencia del Código Penal de Puerto Rico de 2004, 
secs. 4629 et seq. del Título 33, que esté disfrutando 

de un permiso concedido a tenor con lo dispuesto en 
este Plan o que se encuentre recluida en cualquier 

entidad gubernamental o privada como parte de un 
programa de rehabilitación o disfrutando de libertad 
bajo palabra, que observare buena conducta y 

asiduidad, tendrá derecho a las siguientes rebajas 
del término de su sentencia, las cuales se 

computarán desde su admisión a la institución de que 
se trate o desde que se concede la libertad bajo 
palabra:  

 
…….. 

 
Se excluye de las bonificaciones que establece este 
Artículo toda condena que apareje pena de 

reclusión de noventa y nueve (99) años, toda 
condena que haya dado lugar a una determinación de 
reincidencia agravada o de reincidencia habitual, 

conforme establecen los incisos (b) y (c) del Artículo 62 
del Código Penal de 1974, la condena impuesta en 

defecto del pago de una multa y aquella que deba 
cumplirse en años naturales. También se excluye de 
los abonos dispuestos en este Artículo a toda persona 

sentenciada a una pena de reclusión bajo el Código 
Penal de Puerto Rico de 2004.  
 

Disponiéndose, además, que todo miembro de la 
población correccional sentenciado a una pena de 

noventa y nueva (99) años antes del día 20 de julio 
de 1989, incluyendo aquel miembro de la población 
correccional cuya condena haya dado lugar a una 

determinación de reincidencia agravada o de 
reincidencia habitual, ambas situaciones conforme al 

Código Penal de 1974, será bonificado como lo 
estipula el inciso (b) de este artículo, en el cómputo 
máximo y mínimo de su sentencia.  

  
…….. (Énfasis nuestro). 

 

De igual manera, el Plan de Reorganización establece que el 

Secretario adoptará un reglamento para la concesión, disfrute, 

rebaja y cancelación de las bonificaciones provistas. 3 LPRA Ap. 

XVIII, Artículo 13. A tales efectos, el 3 de junio de 2015 se aprobó 

el Reglamento Interno de Bonificación por Buena Conducta, Trabajo, 
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Estudio y Servicios Excepcionalmente Meritorios (Reglamento 

Interno de Bonificación).  

Distíngase que el Artículo IV(12)(a)(1) del Reglamento Interno 

de Bonificación actualmente establece, entre otras cosas, que 

cuando el confinado es convicto por una infracción al Artículo 5.04 

de la Ley de Armas éste no es acreedor de bonificación por buena 

conducta, ni bonificación adicional por trabajo y/o estudio. 

Igualmente, el referido Reglamento en su Artículo VIII (3) dispone 

que los miembros de la población correccional que cumplen 

sentencias por delitos cometidos con armas de fuego serán 

acreedores de bonificación, una vez hayan dejado extinguida la 

sentencia por aquellos delitos que están excluidos de bonificación 

conforme dispone la Ley de Armas, según enmendada.  

Por otro lado, la Sección 4.1 de LPAU, 3 LPRA sec. 2171, 

contempla la revisión judicial de las decisiones administrativas 

finales ante este Foro. La revisión judicial de decisiones 

administrativas tiene como fin primordial delimitar la discreción de 

los organismos administrativos para asegurar que estos ejerzan 

sus funciones conforme la ley y de forma razonable. Empresas 

Ferrer Inc. v. A.R.P.E., 172 DPR 254 (2007); Mun. de San Juan v. 

JCA, 149 DPR 263 (1999).  

El expediente administrativo constituye la base exclusiva 

para la acción de la agencia en un procedimiento adjudicativo y 

para la revisión judicial ulterior. Habida cuenta de lo anterior, la 

revisión judicial de una decisión administrativa suele a 

circunscribirse a determinar si: (1) el remedio concedido por la 

agencia fue el apropiado; (2) las determinaciones de hechos 

realizadas por la agencia están sostenidas por evidencia sustancial 

en el expediente administrativo; y (3) las conclusiones de derecho 

fueron correctas. Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 (2003).  
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Reiteradamente nuestro Tribunal Supremo ha señalado que 

las decisiones de los organismos administrativos gozan de la mayor 

deferencia por los tribunales y la revisión judicial ha de limitarse a 

determinar si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente o de manera 

tan irrazonable que su actuación constituyó un abuso de 

discreción. Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, 173 DPR 

998 (2008), Camacho Torres v. AAFET, 168 DPR 66 (2006).  

Sin embargo, la norma de deferencia cede cuando la decisión 

no está basada en evidencia sustancial, o cuando el organismo 

administrativo ha errado en la aplicación de la ley y/o ha mediado 

una actuación ilegal o una decisión carente de una base racional. 

Es decir, cuando la decisión afecta derechos fundamentales, 

resulta irrazonable o conduce a la comisión de una injusticia. 

Costa, Piovanetti v. Caguas Expressway, 149 DPR 881 (1999). Por 

tanto, las determinaciones de los organismos administrativos no 

gozan de tal deferencia cuando estos actúan de manera arbitraria, 

ilegal, irrazonable o cuando la determinación no se sostiene por 

prueba sustancial existente en la totalidad del expediente. O.E.G. 

v. Rodríguez, 159 DPR 98 (2003).  

III. 

 Según consta en la Resolución recurrida al señor Santana se 

le aplicó la bonificación por buena conducta, estudio y trabajo a la 

sentencia de veinte (20) años por la Ley de Armas, la cual dejó 

extinguida el 22 de agosto de 2015. Sin embargo, plantea que 

incidió Corrección al no acreditarle bonificación por buena 

conducta al término mínimo de su sentencia. Es decir, la sentencia 

que le resta por cumplir de noventa y nueve (99) años por cometer 

el delito de asesinato en primer grado. No le asiste la razón.  

El señor Santana cometió los delitos imputados y fue hallado 

culpable y sentenciado bajo la vigencia del Código Penal de 1974. 

Si bien es cierto que el Artículo 11 del Plan de Reorganización 
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dispone que toda persona sentenciada a cumplir término de 

reclusión en cualquier institución antes de la vigencia del Código 

Penal de Puerto Rico de 2004, como en el caso de autos, tendrá 

derecho a rebajas del término de su sentencia por buena conducta, 

obsérvese que se excluyen de las bonificaciones que establece toda 

condena que apareje pena de reclusión de noventa y nueve (99) 

años, también como la de autos. De igual forma, el recurrente fue 

condenado posterior al 20 de agosto de 1989, por lo que tampoco 

goza de ese beneficio. Por lo tanto, Corrección determinó 

correctamente que el señor Santana no es acreedor de bonificación 

por buena conducta. 

Asimismo, únicamente se acreditará bonificación por estudio 

y trabajo al máximo de la sentencia. A tenor con ello, la Resolución 

recurrida correctamente expresa que no se reflejan cambios en los 

términos de la sentencia del señor Santana por éste no haber 

rendido labores ni estudios durante el periodo evaluado. 

En virtud de lo anterior, y por considerar que la 

determinación de Corrección no es una arbitraria, caprichosa y se 

encuentre apoyada en evidencia sustancial, concluimos que no se 

cometió el error señalado por el recurrente.  

IV. 

Por los fundamentos previamente expuestos, los cuales 

hacemos formar parte de esta Sentencia, CONFIRMAMOS la 

Resolución emitida el 29 de septiembre de 2015 en relación a la 

Queja Núm. 966-15. 

Notifíquese a todas las partes y a la Oficina de la 

Procuradora General.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


